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1. INTRODUCCIÓN  

El marco legal que rige este programa tiene su origen en la Constitución 

Española, que en su artículo 39 establece la obligación de los poderes públicos 

de asegurar la protección social de la familia, en especial de los/las menores. 

La Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre, de promoción, atención y protección a 

la infancia y a la adolescencia, establece las competencias de las 

Administraciones Públicas de Navarra.  

En su art. 7 determina que la Administración de la Comunidad Foral de Navarra 

es la Entidad Pública competente, en su ámbito territorial, en materia de 

prevención y protección de los/las menores y ejecución de las medidas 

adoptadas por los órganos jurisdiccionales, en los términos establecidos en esta 

Ley Foral y de acuerdo con lo dispuesto en la legislación civil y en el resto de la 

legislación estatal aplicable en la materia. 

El Sistema de Protección a la Infancia en Navarra hace referencia al conjunto de 

servicios, programas, recursos y prestaciones dirigidas a prevenir, detectar, 

notificar, investigar, valorar y, en su caso, intervenir en todas aquellas situaciones 

en las que se estén dando situaciones de desprotección en los niveles de riesgo 

o desamparo.  

Su ámbito de aplicación va dirigido a cualquier/a menor de 18 años, ya sea 

nacional o extranjero, que esté residiendo de forma estable, ocasional o 

transitoria en nuestra Comunidad Autónoma y se encuentre en una situación de 

desprotección.  

En cumplimiento de este mandato constitucional la Ley 26/2015, de 28 de julio, 

de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia (L.O. 

1/1996) determina que las Administraciones Públicas facilitarán a los/las 

menores la asistencia adecuada para el ejercicio de sus derechos, incluyendo 

los recursos de apoyo que precisen. 
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Al amparo de la Ley 26/2015 los principios rectores de la actuación de los 

poderes públicos en relación a la protección de los/las menores son, entre otros: 

Ç La protección del/de la menor como derecho subjetivo: procedimental y 

procesalmente. El derecho a ser oído/escuchado. 

Ç La supremacía del interés superior del/de la menor.  

Ç La preservación de la unidad familiar, salvo que no convenga al interés 

del/de la menor, en cuyo caso se garantizarán la adopción de las 

medidas de protección familiares y estables priorizando, en estos 

supuestos, el acogimiento familiar frente al institucional, las medidas 

temporales frente a las permanentes, las consensuadas frente a las 

impuestas. 

Ç La reintegración familiar y social. 

Ç El carácter educativo de todas las medidas que se adopten. 

Ç La protección contra toda forma de violencia. 

Ç La igualdad de oportunidades y la no discriminación por cualquier 

circunstancia. 

Ç La accesibilidad universal de los/las menores con discapacidad y los 

ajustes necesarios para su inclusión y participación plenas y efectivas. 

Ç El libre desarrollo de su personalidad conforme a su orientación e 

identidad sexual. 

Ç El respeto y la valoración de la diversidad étnica y cultural. 

Esta misma ley establece en su art²culo 12 que ñla protección de los/las menores 

por los poderes públicos se realizará mediante la prevención, detección y 

preparación de situaciones de riesgo, con el establecimiento de los servicios y 

recursos adecuados para tal fin, en el ejercicio de la guarda y, en los casos de 

declaración de desamparo, por ministerio de leyò. 

Por su parte, en su artículo 14, la citada ley establece que ñlas autoridades y 

servicios públicos tendrán la obligación de prestar la atención inmediata que 

precise cualquier menor, de actuar si corresponde a su ámbito de competencias 
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o de dar traslado en otro caso al órgano competente y de poner los hechos en 

conocimiento de los representantes legales del menor o, cuando sea necesario, 

de la Entidad Pública y del Ministerio Fiscal. La Entidad Pública podrá asumir, en 

cumplimiento de la obligación de prestar la atención inmediata, la guarda 

provisional de un menor prevista en el artículo 172.4 del código Civil, que será 

comunicada al Ministerio Fiscal, procediendo simultáneamente a practicar las 

diligencias precisas para identificar al menor, investigar sus circunstancias y 

constatar, en su caso, la situación real de desamparoò 

Por su parte, en los últimos años la llegada de Menores Extranjeros No 

Acompañados (MENA1) a territorio español ha pasado de ser considerado como 

un fenómeno puntual a convertirse en uno de los colectivos de intervención 

ampliamente representado dentro del Sistema de Protección a la Infancia. 

En relación a este colectivo, la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del 

sistema de protección a la infancia y adolescencia, en el artículo 10 refuerza las 

medidas para facilitar el ejercicio de los derechos de los menores y se establece 

un marco regulador adecuado a los menores extranjeros, reconociendo, 

respecto de los que se encuentren en España y con independencia de su 

situación administrativa: sus derechos a la educación, a la asistencia sanitaria y 

a los servicios sociales, tal y como se recogen en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 

de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su 

integración social, y en la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del 

Sistema Nacional de Salud.  

 

1 La definición de la población de menores migrantes a la que hace referencia este artículo responde a la descrita en 

la Resolución del Consejo de Europa del 26 de junio de 1997: «menores de 18 años, nacionales de terceros países, 

que llegan a territorio español sin ir acompañados de un adulto responsable de ellos, ya sea legalmente o con arreglo 

a los usos y costumbres, en tanto no se encuentran efectivamente bajo el cuidado de un adulto responsable». 

Partiendo de esta definición y de la asunción de los principios de Convención de las Naciones Unidas sobre los 

Derechos del Niño (UNICEF, 2006), así como de lo establecido por las leyes nacionales de protección a la infancia, 

la llegada de un menor migrante no acompañado a cualquier territorio del Estado español supone la asunción de su 

tutela por parte de las autoridades locales, responsables de la protección a la infancia en cada territorio. 

http://psychosocial-intervention.elsevier.es/en/menores-extranjeros-no-acompanados-espana/articulo/S1132055915000599/#bib0280
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Asimismo, el citado artículo reconoce el derecho a obtener la preceptiva 

documentación de residencia a todos los y las menores extranjeros que estén 

tutelados por las Entidades Públicas una vez que haya quedado acreditada la 

imposibilidad de retorno con su familia o al país de origen. 

El art²culo 19 bis establece que ñen el caso de los menores extranjeros no 

acompañados, se procurará la búsqueda de su familia y el restablecimiento de 

la convivencia familiar, iniciando el procedimiento correspondiente, siempre que 

se estime que dicha medida responde a su interés superior y no coloque al menor 

o a su familia en una situaci·n que ponga en riesgo su seguridadò. 

Por otra parte, el artículo 22 bis recoge la obligación de la Administración de 

preparar para la vida independiente a los jóvenes ex tutelados. En este sentido, 

se plantea el apoyo con carácter integral a las transiciones a la vida 

independiente como un reto clave de las políticas públicas, especialmente en los 

colectivos en desventaja social, menores provenientes del cuidado institucional, 

menores migrantes o pertenecientes a minorías étnicas. 

Con la finalidad de dar respuesta al citado marco legal, las Entidades Públicas 

competentes en materia de protección a la infancia han desplegado, junto a otras 

instituciones y agentes, dispositivos y recursos para prestar atención a este 

colectivo. 

En relación al colectivo de jóvenes migrantes no acompañados, además de 

requerir una intervención con objetivos similares al resto de niños, niñas y 

adolescentes atendidos, presentan algunas características específicas fruto de 

su proceso migratorio. Entre las necesidades a abordar específicamente cabe 

destacar su integración sociocultural y comunitaria, su alfabetización, la 

regularización de su situación administrativa, la promoción de su autonomía 

personal y social, su formación prelaboral e inserción laboral, y el fomento de 

redes de apoyo sociofamiliar. 
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Al efecto de prestar atención de urgencia a aquellos/as jóvenes migrantes no 

acompañados/as que llegan a la Comunidad Foral de Navarra y proceder a 

valorar su situación de desprotección se establece el presente programa. 

Por su parte, la Ley 26/2015, en su artículo 12, establece claramente la prioridad 

del Acogimiento Familiar frente al Residencial como medida de protección, 

planteándose como objetivo para todos los/as profesionales y programas del 

Sistema de Protección a la Infancia la promoción del Acogimiento Familiar como 

medida de protección prioritaria. 

Los presentes pliegos responden a este mandato legal, desarrollando los 

siguientes programas, regulados en el Decreto Foral 30/2019 por el que se 

aprueba la Cartera de Servicios Sociales de Ámbito General: 

- Servicio de Observación y Acogida: ficha G9 de la Cartera de Servicios 

Sociales. 

- Atención a Menores Extranjeros no Acompañados en programas de 

Acogimiento Residencial y Apoyo en Proceso de Autonomía: ficha G13 de 

la Cartera de Servicios Sociales. 

 

2. PRINCIPIOS DE ACTUACIÓN 

La gestión de cada programa se adaptará, en su funcionamiento, al marco legal 

y a los principios rectores de la actuación de la Administración en materia de 

protección de menores recogidos en el Apartado 1 de estos pliegos, prestando 

especial atención a los siguientes aspectos: 

2.1. Interés superior del/de la menor 

Las actuaciones se orientarán siempre hacia el interés superior del niño, niña o 

adolescente, por encima de cualquier otro interés, por legítimo que éste sea, y 

de cualquier consideración práctica. 
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2.2. Atención integral, individualizada, proactiva y rehabilitadora 

Se garantizará una atención integral e individualizada de los/las menores, 

respondiendo a las necesidades instrumentales, emocionales y sociales. La 

intervención se basará en las competencias y no en las dificultades.  

Se activarán todos aquellos recursos terapéuticos y rehabilitadores que se 

consideren precisos para compensar el daño producido por la situación de 

desprotección.  

Se atenderán las necesidades especiales de menores con discapacidad y las 

específicas de los/las menores extranjeros/as para facilitar su integración en la 

sociedad de acogida. 

2.3. Complementariedad del Acogimiento Residencial 

El Acogimiento Residencial no se plantea como una medida definitiva, siendo 

orientada la intervención a la inserción definitiva y estable del/de la menor a un 

entorno familiar (de origen o en una nueva familia) o a su autonomía. Por todo 

ello, se debe promover la participación de las familias durante la medida. 

En cualquier caso, la medida de protección prioritaria será el acogimiento familiar 

del menor, excepto en aquellos casos en se valore que el acogimiento residencial 

responda a su interés. 

Resulta imprescindible, siempre que no sea contrario al interés superior del/de 

la menor, lo siguiente: 

Ç Promover el acogimiento familiar del niño, niña o adolescente como 

medida de protección. 

Ç Involucrar a padres-madres en aquellas tareas que mejoren las 

relaciones con sus hijos e hijas. 

Ç Permitir y promover que los padres-madres sigan ejerciendo al máximo 

posible sus responsabilidades parentales. 
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Ç Proporcionar a los padres-madres y a los/las menores intervenciones 

específicas dirigidas a promover su proceso de rehabilitación personal 

y/o capacitación parental. 

2.4. La promoción de la autonomía social, familiar y personal del/de la  
menor 

El objetivo de la actuación en el área de la infancia es la autonomía de los niños, 

las niñas y adolescentes, que se alcanza mediante la adquisición de recursos 

personales (autonomía personal), la integración en una red de apoyo social 

(autonomía social), el trabajo de asunción de su historia familiar, la ayuda 

ofrecida a la familia y al/a la propio/a menor para su evolución como grupo 

familiar (autonomía familiar), y si ello no es posible, su incorporación a un 

contexto familiar de cuidado alternativo. 

2.4.1. Autonomía personal 

Todas las actuaciones llevadas a cabo con los niños, las niñas o adolescentes 

deben ir orientadas a dotarles de los recursos necesarios con los que conseguir 

su madurez como personas y llegar a ser miembros activos de la sociedad. Se 

trabajará especialmente en conseguir:  

Ç Madurez emocional. 

Ç Desarrollo de las capacidades intelectuales. 

Ç Desarrollo físico. 

Ç Responsabilidad ética y social. 

Ç Habilidades sociales. 

Ç Formación para el mundo del trabajo. 

2.4.2. Autonomía familiar 

La ayuda al/a la menor pivotará sobre la red de apoyo social más próxima del/de 

la menor: su familia y su comunidad. 

Una estructura familiar adecuada favorece la autonomía y canaliza los apoyos 

familiares y sociales de un modo más eficaz que cualquier institución. Es además 
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la mejor herramienta para la adquisición de la madurez y el equilibrio psico-

afectivo y emocional del individuo. 

Siempre que sea posible se promoverá que la familia de origen adquiera las 

competencias suficientes para mantener los vínculos con el/la menor y para 

prestarle apoyo a largo plazo. Por tanto, se favorecerán actuaciones que 

refuercen la vinculación y desarrollen las responsabilidades parentales. 

En cualquier caso, será siempre prioritario el acogimiento familiar como medida 

de protección. Por tanto, desde el programa recogido en estos pliegos técnicos 

se colaborará con el Sistema de Protección en la promoción del acogimiento 

familiar y la búsqueda de alternativas familiares para los niños, las niñas y 

adolescentes atendidos. 

2.5. Normalización 

Se perseguirá la incorporación de los/las menores a los recursos existentes en 

la red sociocomunitaria, promoviendo la igualdad de oportunidades progresiva y 

compensando aquellos desequilibrios que puedan padecer por la situación de 

desprotección vivida.  

Las características principales del principio de normalización serán las 

siguientes: 

1) Integración: Una actuación normalizadora implica la integración del 

sujeto, en este caso el niño, niña o adolescente, en su entorno de 

referencia: barrio, escuela, grupos de ocio y tiempo libre, etc.  

Se prestará especial atención a la integración de menores con 

discapacidad y se les ofrecerán los apoyos necesarios para su inclusión y 

participación plenas y efectivas. Se activarán los recursos precisos para 

atender la diversidad cultural y étnica de aquellos/as menores que lo 

requieran, con el fin de favorecer su plena integración social. 
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2) Individualización: Se adaptarán los proyectos generales a las 

características personales de cada niño, niña y adolescente, mediante la 

elaboración de un programa educativo individual.  

3) Participación: Se garantizará el derecho de cada niño, niña y 

adolescente a ser oído y a participar en su propio proceso, así como se 

establecerán los cauces para promover la participación de su familia en la 

intervención: 

 - Se implicará a los niños, las niñas o adolescentes y a sus padres en 

las decisiones que les afectan. 

 - Se promoverá su participación en la elaboración y evaluación de su 

propio proceso. 

 - Se permitirá la participación de cada niño, niña y adolescente en la 

organización de la vida de su grupo, conforme a su edad. 

Por su parte, se promoverá la participación social plena de cada niño, niña 

y adolescente en la vida social. 

4) Compensación de la desigualdad reactiva a la desprotección. Se 

activarán todos aquellos recursos existentes que se requieran para poder 

abordar los posibles problemas, carencias y traumas padecidos por los 

niños, las niñas y adolescentes como consecuencia de la desprotección. 

2.6. La garantía de los derechos de los niños, las niñas y adolescentes 

Se garantizará el respeto y la defensa de los derechos de los niños, las niñas y 

adolescentes acogidos, tal y como viene reflejado en el artículo 21 bis de la Ley 

Orgánica 1/1996 de Protección Jurídica del Menor (tras su modificación, por la 

Ley 26/2015). 
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3. OBJETO DEL PROYECTO TÉCNICO 

El objeto de este proyecto técnico es la gestión de un programa para la atención 

y acogida de urgencia de Menores Extranjeros No Acompañados, así como la 

valoración y elaboración del diagnóstico de su situación personal, social y 

familiar. 

El recurso de valoración constituye un programa de primera acogida, con 

carácter residencial de urgencia y corta estancia. Se dirigirá de manera exclusiva 

a la acogida y valoración de los Menores Extranjeros No Acompañados. Tiene 

por objeto el estudio y valoración de la situación personal, familiar y social de 

los/as menores atendidos, con el objeto de disponer de elementos suficientes 

para definir la medida de protección que resulte más adecuada a las necesidades 

identificadas. 

El programa asumirá la atención de 40 menores de ambos sexos. El número de 

plazas podrá incrementarse en función de las necesidades de atención. 

4. PERSONAS DESTINATARIAS 

Menores Extranjeros No Acompañados de ambos sexos que, tras su llegada a 

la Comunidad Foral de Navarra, son objeto de una actuación administrativa de 

protección de urgencia mediante la asunción provisional de su guarda, 

iniciándose un procedimiento para la valoración de su situación de 

desprotección.  

La horquilla de edades de los y las jóvenes atendidos por parte de este programa 

estará entre los 12 y los 18 años. De manera excepcional se podrá contemplar 

el Acogimiento Residencial de los niños, las niñas y adolescentes de menor 

edad.  

También podrán ser destinatarios del programa aquellos/as jóvenes migrantes 

que, encontrándose atendidos en otros programas, requieran un proceso de 

valoración de su situación o/y orientación de la medida de protección. 
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Concluido el proceso de valoración, y constatada la ausencia de adultos con 

relación de parentesco que pudieran hacerse cargo de su guarda o tutela, se 

procederá a la declaración de su situación de desprotección y, en su caso, 

establecimiento de la medida de protección más adecuada a su interés. 

En el caso de jóvenes tutelados por otras Comunidades Autónomas, la 

intervención desde el programa tendrá como finalidad el regreso del/de la joven 

a la comunidad correspondiente. 

En ningún caso se autorizará el ingreso en el programa de personas mayores de 

18 años.  

En el caso de jóvenes que, previamente a su mayoría de edad, se encontraran 

atendidos en el recurso, la entidad adjudicataria colaborará con todas las 

medidas establecidas por la Entidad Pública para la finalización de su estancia 

a la mayor brevedad posible.  

En el caso de jóvenes atendidos para los que, por decreto de Fiscalía o por nueva 

información recogida en la intervención, fuera declarada su mayoría de edad, 

siendo esta anterior a la fecha de ingreso en el programa, se procederá a la 

finalización inmediata de su estancia. 

En el caso de los niños, las niñas y adolescentes con discapacidad se adoptarán 

aquellos apoyos especializados que fueran necesarios, incorporando en todo 

caso medidas de accesibilidad a los centros residenciales de protección y en las 

actuaciones que se lleven a cabo. 

En cualquier caso, el ingreso y atención de menores por parte del programa 

únicamente podrá ser autorizado por la Entidad Pública. 

5. FUNCIONES Y OBJETIVOS GENERALES 

Las principales funciones de este programa son: 

- Función de Protección de Urgencia: ofrecer un espacio de acogida de 

urgencia y protección temporal para las personas desatinarías del 
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programa, con disponibilidad los 365 días del año durante las 24 horas 

del día. A tal efecto, el programa colaborará con la Entidad Pública en los 

traslados e ingresos de los menores provenientes de actuaciones de 

protección de urgencia. 

- Función de Valoración y Diagnóstico: realizar la valoración de la 

situación de desprotección; el diagnóstico de características y 

necesidades del niño, niña o adolescente; la valoración del contexto 

sociofamiliar y disponibilidad de adultos para su atención; y, en su caso, 

definir la orientación del caso para la medida de protección a establecer. 

- Función de Transición: apoyar a los niños, niñas y adolescentes en el 

proceso de finalización de la estancia en el programa y transición a la 

medida de protección. 

Estas funciones se concretan en los siguientes objetivos generales para el 

programa: 

Ç Responder a las necesidades de atención inmediata de los y las 

menores tanto en el plano instrumental como emocional. 

Ç Realizar un diagnóstico y valoración de la situación personal, social y 

familiar de los y las menores atendidos/as. 

Ç Proporcionar a los y las menores atendidos/as un entorno seguro y 

protector durante su estancia en el programa, en el que se atienda de 

manera integral a sus necesidades. 

Ç Realizar y/o acompañar en las actuaciones para la correcta 

identificación y regularización administrativa de los y las menores 

atendidos/as. 

Ç Iniciar el proceso de alfabetización o promoción del manejo del 

castellano. 

Ç Promover el conocimiento de la realidad social, regulación de 

expectativas e integración sociocultural. 

Ç Realizar un diagnóstico de la situación académica del/de la menor y 

promover la activación de itinerarios formativos o prelaborales. 
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Ç Fomentar la adquisición de habilidades de autonomía personal y 

social. 

Ç Valorar el sistema familiar y la posibilidad de reintegración de los y las 

menores con su familia residente en el país de origen. 

Ç Identificar, promover y valorar figuras dentro de la familia extensa y/o 

red sociocomunitaria que pudieran proporcionar atención y cuidado a 

los y las menores atendidos/as. 

Ç Identificar, promover y valorar figuras de la red sociofamiliar y/ 

sociocomunitaria del/de la menor que pudieran establecer relaciones 

beneficiosas de referencia o mentoría. 

Ç Establecer una hipótesis respecto al itinerario y medida de protección 

a establecer. 

Ç Acompañar y apoyar a los y las menores en la transición a la medida 

de protección establecida. 

6. PLAZOS DE ESTANCIA 

Prevalecerá el interés del niño, niña y adolescente a la hora de concretar la 

temporalidad de la intervención en cada programa, para lo cual regirá el principio 

de que los niños, las niñas y adolescentes no permanecerán en el centro más 

tiempo del estrictamente necesario para atender sus necesidades específicas. 

No obstante lo anterior, la estancia en el mismo vendrá condicionada por el perfil 

y evolución de los/las menores y la de sus familias de origen, junto con el 

programa concreto al que se incorpore. 

Como criterio general, los niños, las niñas y adolescentes no deberán 

permanecer más de 90 días en el programa de primera acogida y valoración.  

Las bajas de los niños, las niñas y adolescentes de cada uno de los programas 

serán acordadas por la Entidad Pública, quién informará a la entidad 

adjudicataria y al Ministerio Fiscal. 
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En cualquier caso, la Entidad Pública podrá prorrogar la estancia de los y las 

menores en el programa durante el tiempo que sea necesario para concluir su 

valoración o constituir la medida de protección propuesta. Durante el tiempo de 

estancia el programa dará continuidad a la intervención según los objetivos 

propuestos en los presentes pliegos técnicos. 

7. MARCO BÁSICO PARA LA CONVIVENCIA 

El modelo para el marco básico de convivencia en cada uno de los centros 

residenciales objeto de este contrato, vendrá determinado por el conjunto de 

derechos y obligaciones contenidos en la Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre, 

de Promoción, Atención y Protección a la Infancia y a la Adolescencia. 

8. METODOLOGÍA  

La metodología a través de la cual se desarrolle la intervención primará los 

principios de normalización, evaluación y promoción de la autonomía personal y 

social, integración familiar, social y comunitaria, y participación. 

Las entidades tendrán que presentar una propuesta metodológica que 

especifique los procedimientos, técnicas y herramientas que van a emplear para 

el desarrollo de sus funciones y que se adecuen al planteamiento metodológico 

de este contrato.  

Se primarán aquellas metodologías basadas en la tutorización individual y 

observación participante. Se promoverá la atención individual a los jóvenes a 

través de espacios de tutoría individual, donde se pueda recoger información y 

abordar los objetivos sobre su proceso, situación actual y proyecto futuro. Por su 

parte se promoverá la participación de los jóvenes en un programa estructurado 

de actividades de la vida diaria, con acompañamiento por parte de los/las 

profesionales del programa; la observación de los y las jóvenes en este contexto 

de vida cotidiana será la base para la evaluación de las capacidades de 

autonomía personal y social. 
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Por su parte, las propuestas metodológicas deberán ser flexibles y adaptables, 

siendo capaces de dar respuesta a la situación y evaluación concreta de cada 

joven. 

La metodología de intervención deberá incorporar elementos que aseguren la 

participación de los y las jóvenes, así como sus familias en el proceso de 

valoración y en la evaluación del programa. 

En toda la intervención se tendrán en cuenta las variables culturales y, si se 

precisara, la entidad deberá contar con la asistencia de traductores o mediadores 

interculturales para el desarrollo de los objetivos propuestos.  

8.1 Actuaciones con los y las menores 

La intervención con los y las menores se desarrollará a través de un programa 

estructurado de actividades, coherentes con el contenido de los presentes 

pliegos técnicos y de los procedimientos establecidos por la entidad adjudicataria 

para la atención y valoración de los y las jóvenes. Dicho programa de actividades 

quedará recogido en un documento que deberá ser remitido a la Entidad Pública. 

A modo de referencia, el desarrollo de las intervenciones con los niños, las niñas 

y adolescentes atendidos implicará objetivos y actuaciones en las siguientes 

áreas de intervención: 

Ç Área residencial y personal. 

Ç Área psicológica y comportamental. 

Ç Área social y comunitaria. 

Ç Área escolar. 

Ç Área laboral. 

Ç Área familiar. 

Ç Área documental. 
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Algunas de las principales actividades que deberán formar parte de la 

intervención serán: 

Ç Participación en la vida diaria de la residencia. 

Ç Gestión y participación en las actividades básicas de la vida cotidiana. 

Ç Tutoría individual, a través de espacios de relación entre el/la menor y su 

referente educativo u otros profesionales del programa (trabajador social, 

mediador intercultural), en los que se desarrollará una valoración planificada, 

sistemática y estructurada. 

Ç Atención socioeducativa: dedicación media de 12 horas semanales por 

menor, incluyendo las horas de trabajo directo de acompañamiento y apoyo, 

y el trabajo indirecto de coordinaciones, desplazamientos, y gestiones 

necesarias para el desarrollo de los objetivos  propuestos. 

Ç Dinámicas y talleres grupales socioeducativos. 

Ç Formación y alfabetización. 

Ç Participación en actividades externas al programa, participación e integración 

comunitaria. 

Ç Visitas y contactos con familiares. 

Ç Coordinación interna. 

Ç Coordinación externa con otros recursos intervinientes. Será fundamental la 

coordinación con el Sistema Navarro de Salud para la tramitación de la 

asistencia sanitaria y con los servicios de extranjería para las gestiones 

vinculadas a la identificación y regularización administrativa de los y las 

jóvenes. En el caso de jóvenes provenientes de otras Comunidades 

Autónomas se mantendrá coordinación con los correspondientes servicios 

de protección que hubieran atendido previamente al/a la joven y, en el caso 

de jóvenes tutelados por otras Comunidades Autónomas, dicha coordinación 
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tendrá como finalidad el traslado del/de la joven a la comunidad 

correspondiente.  

Por su parte, el programa deberá disponer de estrategias y herramientas 

específicas, estructuradas y sistematizadas, para el abordaje de los siguientes 

contenidos: 

Ç Diagnóstico y valoración del estado físico, emocional y sociorelacional de los 

y las jóvenes y el daño vinculado al impacto de la desprotección y/o proceso 

migratorio. 

Ç Diagnóstico y valoración de la capacidad de autonomía y capacidades para 

la vida independiente. 

Ç Tutoría individual. 

Ç Mediación intercultural. 

Ç Historia de vida, proyecto migratorio y expectativas. 

Ç Conocimiento de la realidad social y cultural. 

Ç Alfabetización y conocimiento del idioma. 

Ç Fomento de experiencias de autoestima y autovalía. 

Ç Prevención y gestión de conductas de riesgo. 

Ç Igualdad de género. 

Ç Habilidades sociales. 

Ç Regulación y gestión emocional. 

Ç Intervención con adolescentes que presentan dificultades emocionales y 

conductuales moderadas. Se deberá disponer de estrategias y formación 

específica para el abordaje de situaciones de desregulación y conductas 

desajustadas por parte de los y las menores atendidas. 

Ç Participación en su propio proceso y en la dinámica residencial. 
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8.2 Actuaciones con las familias 

La intervención con las familias en este programa explorará: 

- La existencia de familia en el país de origen y la posibilidad de 

reintegración familiar de los y las jóvenes. 

- La existencia de familiares o referentes significativos en la red 

sociofamiliar del/de la menor, que estén residiendo en la Comunidad Foral 

o en otras Comunidades Autónomas.  

En relación a la familia de origen se promoverá y facilitará la relación del y de la 

menor con su familia de origen, siempre que dichos contactos respondan al 

interés del/de la menor y contribuyan positivamente a su proceso. Desde el 

programa se mantendrá intervención con la familia de origen para valorar su 

situación, determinar si procede la reintegración familiar y, en caso contrario, 

determinar su papel en el futuro proyecto del/de la menor. 

En relación a la presencia de otros familiares o referentes significativos para el/la 

menor, el programa identificará y promoverá su presencia e implicación en la 

vida del/de la menor. Una vez identificados se procederá a valorar su situación 

sociofamiliar a través de entrevistas, visitas domiciliarias, contactos y 

acompañamiento en encuentros entre el/la menor y la familia. Dicha 

intervención, dentro del objetivo general de promoción del acogimiento familiar, 

tendrá como objeto principal determinar si, en base a las capacidades y 

disposición de la familia y el/la menor, es posible que asuman su guarda. En 

caso de no ser viable que dichas figuras asuman la guarda del/de la menor se 

valorará y realizará propuesta sobre la continuidad de los contactos dentro de 

los programas de familia de referencia y/o mentoría. 

La entidad adjudicataria deberá contar con herramientas estructuradas para la 

valoración de la capacidad de la familia de origen y de otros familiares para 

atender a las necesidades del/de la menor. Dicha valoración evaluará las 

siguientes áreas: 



 
 
 
 

 
 

 

22 
 

Ç Apoyo emocional: Conciencia sobre la situación del/de la menor y 

necesidades, implicación y/o colaboración con el programa, permeabilidad 

hacia la aceptación de ayuda. Asimismo engloba todas las acciones que 

faciliten información sobre su situación y las de los/las menores.. 

Ç Habilidades parentales/marentales: Capacidad para el cuidado del/de la 

menor en las diferentes áreas de necesidades: alimentación, higiene y 

vestido, salud, estructura básica, seguridad, sociales, cognitivas-educativas, 

comunicación, afectivas y emocionales.  

Ç Apoyo familiar y social: Disponibilidad de red social de apoyo y colaboración 

con los recursos sociocomunitarios. 

Ç Apoyo instrumental: Contenidos relacionados la situación residencial, 

formación, situación laboral y económica. 

Ç Apoyo psicológico: Presencia de conflictivas individuales o familiares 

intensas y de larga duración: duelos no elaborados, dificultades vinculares, 

conflictos familiares y de pareja, consumo de tóxicos o salud mental.. 

Relaciones de apoyo, estresoras o desestabilizantes a nivel emocional.  

Algunas de las principales actividades que deberán formar parte de la 

intervención con las familias serán: 

- Entrevistas presenciales y/o telefónicas. 

- Visitas domiciliarias. 

- Contactos telefónicos o telemáticos. 

- Acompañamiento y supervisión de visitas. 

- Coordinación externa con recursos sociocomunitarios y/o sanitarios que 

intervengan con la familia. 



 
 
 
 

 
 

 

23 
 

9. PROCEDIMIENTO PARA EL INICIO Y DESARROLLO DEL PROGRAMA  

El Centro de Observación y Acogida es un programa de atención 

residencial cuyas funciones, descritas en el apartado 5, son la Protección de 

Urgencia, la Valoración y Diagnóstico, y el apoyo en la Transición.  

9.1 Fase de ingreso 

La competencia para el ingreso de los y las jóvenes en el Centro de Observación 

y Acogida corresponde a la Entidad Pública. Por tanto, dentro del horario laboral 

serán los referentes del programa en la Entidad Pública quienes autoricen los 

ingresos. 

Fuera del horario laboral el ingreso urgente de menores en el centro únicamente 

podrá ser autorizado por parte de los cuerpos policiales (Policía Foral, Policía 

Nacional, Guardia Civil y/o Policía Municipal). Por su parte, también podrán ser 

autorizados ingresos en el centro por parte de Fiscalía de Menores.  

En el caso de ingresos de urgencia, será remitida de manera inmediata 

notificación de ingreso según la ficha adjunta en el Anexo. Posteriormente, en el 

plazo máximo de una semana, se recogerá y remitirá una información preliminar 

según el documento adjunto en el Anexo; a partir de dicha información será 

valorada por parte de la Entidad Pública la pertinencia de la atención y 

continuidad de la intervención con el/la joven desde el programa. En caso 

contrario se establecerán las actuaciones necesarias para proceder a la 

finalización de la atención. 

Cualquier ingreso de urgencia será comunicado y notificado de manera 

inmediata a la Entidad Pública por parte de la entidad adjudicataria, remitiendo 

toda la información disponible en relación al/a la joven, los motivos y la forma en 

que se ha producido el ingreso. Para ello se utilizará el modelo de documento 

incluido en el Anexo 5. 

La entidad adjudicataria deberá disponer de información escrita para 

proporcionar a los y las menores en el momento del ingreso. Dicha información 
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recogerá una descripción general del programa, de las funciones y del proceso 

de valoración, de las normas de funcionamiento y de los derechos y deberes de 

los usuarios. Dicho documento deberá estar redactado en los idiomas más 

habituales en la población objeto de atención entre ellos: castellano, árabe, 

francés e inglés. 

En cualquier caso, el ingreso y puesta en marcha del programa se llevará a cabo 

siempre por Resolución Administrativa de la Entidad Pública competente en 

materia de protección de menores. Dicha Resolución estará debidamente 

motivada y fundamentada en el informe técnico y administrativo elaborado al 

efecto por el órgano competente de la Entidad Pública. 

La entidad adjudicataria deberá disponer de un procedimiento para la acogida e 

inicio de la intervención.  

Por su parte, semanalmente será remitido a la Entidad Pública listado de 

ocupación del programa. Dicho listado incluirá la siguiente información: 

- Listado de menores con fecha de alta. 

- Altas y bajas durante la semana, indicando las fechas. 

- Ausencias no autorizadas, incluyendo las fechas. 

- Cambios relevantes en la situación documental y formativa de los y las 

menores. 

En cualquier caso, la Entidad Pública podrá plantear modificaciones o incorporar 

nuevas indicaciones en relación al procedimiento de ingreso e inicio del 

programa. 

9.2 Fase de valoración 

La entidad responsable de la gestión del recurso, realizará la valoración de la 

situación de desprotección en la que puedan encontrarse los/as menores 

ingresados, así como del contexto socio-familiar del que proceden. La valoración 

cumplirá con los objetivos y condiciones establecidas en este pliego de 
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condiciones técnicas, detallando los indicadores de desprotección, así como las 

consecuencias y necesidades identificadas a nivel personal, social y/o familiar. 

Para realizar el diagnóstico personal, social y familiar del/de la joven la entidad 

adjudicataria seguir§ las indicaciones recogidas en el apartado 8 ñMetodolog²a 

de Intervenci·nò. 

Toda esta valoración tiene como finalidad proporcionar a la Entidad Pública la 

información de calidad necesaria para la toma de decisiones sobre el caso y, en 

su caso, para la adopción de la medida de protección más adecuada 

9.3 Fase de egreso 

El egreso es el momento en que se produce la salida del Centro de Observación 

y Acogida del/de la menor. El egreso debe ser el resultado de un proceso 

planificado de valoración y toma de decisiones, coordinado y siguiendo las 

indicaciones establecidas por la Entidad Pública. 

La competencia para la finalización de la atención de los y las menores en el 

Centro de Observación y Acogida corresponde en cualquier caso a la Entidad 

Pública. 

La finalización del programa se llevará a cabo siempre por Resolución 

Administrativa de la Entidad Pública competente en materia de protección de 

menores. Dicha Resolución estará debidamente motivada y fundamentada en el 

informe técnico y administrativo elaborado al efecto por el órgano competente de 

la Entidad Pública. 

En aquellos casos en que el/la menor se encuentre en situación de ausencia no 

autorizada la Entidad Pública podrá proceder a la baja administrativa en el 

recurso. Dicha decisión será comunicada a la entidad adjudicataria. 

Las principales causas de egreso serán: 

- Reintegración del/de la menor con su familia de origen 
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- Retorno del/de la menor a la Comunidad Autónoma donde se encontrara 

previamente tutelado 

- Incorporación del/de la menor a medida de protección (acogimiento 

familiar o residencial) 

- Incorporación del/de la joven a los Programas de Apoyo a Jóvenes en 

Proceso de Autonomía 

- Finalización de la intervención por determinación de mayoría de edad en 

el momento del ingreso 

- Traslado a otro recurso de valoración que pueda dar mejor respuesta a 

las características y necesidades del/de la menor 

- Baja administrativa por situación de ausencia no autorizada del/de la 

menor. 

La entidad adjudicataria contará con un procedimiento de finalización de la 

intervención que contemple las diferentes casuísticas y actuaciones a realizar en 

cada caso. 

La decisión acerca del egreso deberá anticiparse en la medida en que sea 

posible, con el fin de planificar las actuaciones para una conclusión adecuada. 

En general, desde la intervención se realizará un trabajo de preparación previo 

al egreso con el niño, niña o adolescente, su familia y la red de recursos 

sociocomunitarios y de apoyo.  

Siempre que sea posible, previamente al egreso, se mantendrá una reunión de 

red en la cual se compartirá la situación actual, los motivos y decisión acerca del 

egreso, la propuesta de intervención posterior y se planificarán las actuaciones 

para posibilitar una transición adecuada. 

Con el fin de posibilitar un proceso progresivo de desvinculación, la entidad 

adjudicataria del programa cesante participará en aquellas actuaciones que se 

consideren necesarias previamente y posteriormente a la finalización de la 

intervención. Entre estas actuaciones se podrán contemplar las siguientes: 
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- Actuaciones compartidas con profesionales del nuevo programa (ej. 

intervenciones conjuntas con el niño, niña o adolescente, intervenciones 

conjuntas con familiaresé) 

- Encuentros posteriores al cese con el niño, niña o adolescente. 

- Participación en reuniones de red en relación al caso 

10. SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN 

La intervención será objeto de un seguimiento y evaluación continua, con la 

finalidad de asegurar que responde a las indicaciones recogidas en los presentes 

pliegos técnicos y a los procedimientos establecidos por la entidad adjudicataria. 

El equipo de profesionales de la entidad adjudicataria será el responsable de 

realizar  este seguimiento y evaluación continua, atendiendo a las siguientes 

indicaciones: 

- Se elaborará un Informe de Valoración inicial en un plazo máximo de 45 

días desde el inicio de la intervención. 

- Se elaborará un Informe de Valoración final previamente a la finalización 

de la intervención. 

- El Informe de Valoración deberá incluir una valoración completa del 

impacto que la desprotección padecida ha generado en el menor; los 

factores individuales de riesgo, vulnerabilidad y protección; así como una 

orientación clara respecto a la medida a proponer, temporalidad y 

objetivos a abordar respecto del menor en los ámbitos personal, 

psicológico-comportamental, social, educativo, laboral, familiar y 

documental. 

- Los informes de valoración serán remitidos a la Entidad Pública para su 

revisión y toma de decisiones 

- Se deberá realizar una devolución del proceso e informes de valoración a 

los y las jóvenes, recogiendo en los mismos su participación. 
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Respecto a los informes de valoración, para su elaboración se seguirán las 

siguientes orientaciones: 

- Se elaborarán, tanto en relación a su contenido como a su estructura, 

siguiendo como referencia los modelos e indicaciones presentados en el 

Anexo 5 o las revisiones de los mismos propuestas por la Entidad Pública. 

- Recogerá aquella información esencial y relevante, de forma breve, 

concisa y objetiva, justificando y motivando la valoración y propuesta de 

intervención. 

Además, la entidad adjudicataria elaborará todos aquellos informes que sean 

requeridos por la Entidad Pública. La estructura y contenido de dichos informes 

estará determinada por la finalidad de los mismos, siguiendo para su elaboración 

las indicaciones de la Entidad Pública. 

En el marco de la intervención serán notificadas a la Entidad Pública con carácter 

inmediato, en cualquier caso en un plazo inferior a 24 horas, las siguientes 

incidencias: 

- Actuaciones vinculadas al menor que requieran la intervención de los 

cuerpos policiales o de los servicios sanitarios de urgencias 

- Derivaciones de urgencia de los y las jóvenes a otros Centros de 

Observación y Acogida que cuenten con medios de contención 

- Recogida de nuevos datos que impliquen cambios en la filiación o edad 

de los/las menores. 

- Recogida de nueva información que implique la presencia de familiares 

en España o identificación de posibles familiares de referencia 

- Conductas gravemente desajustadas con agresiones físicas o verbales 

dirigidas a profesionales, compañeros/as o instalaciones 

- Fugas y ausencias no autorizadas del centro. 

- Comisión de actos delictivos y/o agresiones graves hacia personas u 

objetos. 
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- Conductas autolíticas protagonizadas por el/la menor. 

- Situaciones de malos tratos, abuso sexual, trato gravemente inadecuado 

o negligencia grave, por parte de sus familiares, guardadores, personal, 

compañeros del centro o cualquier otra persona con quién se relacionen. 

- Cualquier otra situación que se valore como grave e implique riesgo para 

el joven, para terceros o para su propio proceso. 

Dicha comunicación se realizará mediante la ficha para la comunicación de 

incidencias recogida en el Anexo 5, recogiendo claramente las actuaciones 

realizadas para abordar y, en su caso, resolver la incidencia. 

Respecto al seguimiento y evaluación de los programas de Acogimiento 

Residencial, la Entidad Pública, en aquellos casos en que lo considere 

conveniente, mantendrá encuentros periódicos con el/la joven con la finalidad de 

valorar la intervención. 

Para cualquier propuesta de cambio de recurso será preceptiva la elaboración 

de informe que justifique y fundamente el cambio. En cualquier caso, los cambios 

de recurso únicamente podrán ser valorados y aprobados por la Entidad Pública.  

En caso de que el cambio de recurso se produzca por una situación sobrevenida 

de urgencia, sin autorización previa de la Entidad Pública, la entidad 

adjudicataria se coordinará de manera inmediata con el centro receptor y 

colaborará con este proporcionando toda la información disponible y realizando 

aquellas actuaciones conjuntas que se estimen necesarias. Dichos cambios de 

recursos de urgencia únicamente podrán ser autorizados por la Entidad Pública 

o, fuera del horario de atención, por los cuerpos policiales. Dentro de estas 

actuaciones, el personal de la entidad adjudicataria se personará en centro 

receptor y en la medida que sea posible acompañará al/a la joven en el ingreso 

para explicar al/a la menor y profesionales los motivos del ingreso. En cualquier 

caso, la entidad adjudicataria deberá remitir informe en un plazo máximo de 24 

horas; dicho informe recogerá información de la intervención desarrollada y, 
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concretamente, de los motivos que han implicado el cambio de recurso. En 

aquellos casos en que la Entidad Pública valores que no se justifican los motivos 

para el cambio de centro, o la evolución del/de la menor lo permite, propondrá el 

retorno al recurso de origen.  

En relación al régimen de visitas entre el/la menor y familiares o figuras de 

referencia, corresponderá a la Entidad Pública la autorización de dichos 

contactos. La entidad adjudicataria comunicará y proporcionará información 

sobre aquellos familiares o figuras de referencia que identifique en la 

intervención, procediendo, en base a las indicaciones de la Entidad Pública, a su 

valoración. 

En el caso de propuestas de ingreso de menores en el programa de Acogimiento 

Residencial Especializado, considerando la necesidad de solicitar autorización 

judicial en el plazo legalmente determinado, será necesario informe psicosocial 

urgente, emitido por la entidad adjudicataria, que fundamente la imposibilidad de 

atender al niño, niña o adolescente desde el programa básico y la necesidad de 

atención desde el recurso especializado.  

Corresponderá a la Subdirección de Familia y Menores de la Agencia Navarra 

para la Autonomía y Desarrollo de las Personas la evaluación del servicio, 

estableciendo los indicadores a recabar periódicamente. 

En cuanto a la evaluación del programa, la entidad adjudicataria presentará una 

propuesta para la evaluación continua de los programas, especificando los 

indicadores de evaluación de proceso y resultado considerados. Dicha 

evaluación, se realizará según lo establecido para la evaluación de los contratos 

sociales Entre los criterios de evaluación considerados se incluirán indicadores 

referidos a los siguientes aspectos: 

- Utilización de programas específicos y prácticas evaluadas para el 

desarrollo de los objetivos del programa 
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- Participación en investigación sobre calidad e impacto del programa sobre 

los niños, las niñas y adolescentes 

- Sistema de calidad, evaluación y mejora continua 

- Número de incumplimientos leves/moderados/graves respecto al 

contenido de los pliegos técnicos y/o la legislación vigente 

- Número de incidencias identificadas en inspecciones y visitas a centro 

- Mecanismos de participación implementados para la participación de 

niños, niñas, adolescentes y familias 

- Tasa de niños, niñas y/o adolescentes que requieren un cambio de 

recurso en el proceso de valoración 

- Tasa de niños, niñas y/o adolescentes para los que se propone una 

medida de acogimiento familiar, acogimiento referencial o mentoría 

- Tiempo de estancia de los y las menores en el programa  

- Satisfacción de niños, niñas y adolescentes.  

- Satisfacción de familias de origen 

- Satisfacción de familias acogedoras, familias de referencia y/o mentores 

- Satisfacción de Servicios Sociales de Base 

- Satisfacción de la Entidad Pública 

- Estabilidad de los/las profesionales del programa 

- Antigüedad de los/las profesionales del programa 

- Formación complementaria y especializada de los/las profesionales del 

programa 

- Balance entre profesionales de ambos sexos 

 

Al término de cada evaluación, la entidad adjudicataria deberá presentar una 

memoria que recoja el desarrollo y evaluación de los servicios prestados. Dicha 

memoria será presentada en soporte informático y papel. 
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11. COORDINACIÓN INTERNA ENTRE LOS/LAS PROFESIONALES DE LOS 
DIFERENTES PROGRAMAS 

Considerando la implicación de diversos profesionales en la atención al/a la 

menor y sus familiares, será fundamental el trabajo en equipo con el fin de 

desarrollar una intervención coherente y estructurada. La coordinación se 

asegurará a través de tres mecanismos: 

Ç Documentos donde se recogen los planteamientos comunes de la 

intervención (Pliegos técnicos del programa, Proyecto Educativo de la 

Entidad, Reglamento de Régimen Interno y Protocolos de Actuación). Dichos 

documentos serán conocidos por todos los/as profesionales que intervienen, 

asegurándose la participación de todos ellos en su elaboración. 

Ç Sistemas de registro compartidos por todos los/las profesionales de 

intervención que garanticen la recogida y transmisión de la información. 

Ç Reuniones entre los/las profesionales de la entidad, con diversos 

participantes y periodicidad. Anualmente será elaborado un calendario de 

reuniones que será remitido a la Entidad Pública. Cómo mínimo, para 

garantizar la coordinación se establecerán reuniones semanales entre los/las 

profesionales del programa cuya finalidad será planificar y desarrollar el 

proceso de valoración y atención al/a la joven según los criterios establecidos 

en los presentes pliegos técnicos. 

 12. COORDINACIÓN ENTRE LA ENTIDAD ADJUDICATARIA Y LA ENTIDAD 

PÚBLICA  

Se establecerán acciones de coordinación entre los/las profesionales 

designados/as por la Entidad Pública y la entidad adjudicataria en dos niveles: 

- Entre responsables de la entidad adjudicataria y el órgano de la Entidad 

Pública responsable de la gestión del acogimiento residencial con 

periodicidad mínima anual. Dichos encuentros tendrán como finalidad el 

seguimiento y evaluación del servicio y del cumplimiento de las condiciones 


